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La jurisprudencia
32. La Constitución configura dos órganos 
jurisdiccionales, que si bien tienen compe-
tencias y ámbitos propios de actuación por 
mandato de la propia norma suprema, cum-
plen un rol decisivo en un Estado democrá-
tico, que consiste básicamente en solucionar 
por la vía pacífica los conflictos jurídicos 
que se susciten entre los particulares y en-
tre éstos y el Estado. En efecto, en nuestra 
época es pacífico sostener que un sistema 
jurídico que no cuente con las garantías 
jurisdiccionales necesarias para restablecer 
su vigencia cuando haya sido vulnerado, 
sencillamente carece de eficacia.
En ese contexto, cabe señalar que dicha ta-
rea está encomendada fundamentalmente al 
Poder Judicial, al Tribunal Constitucional y, 
con sus particularidades, al Jurado Nacional 
de Elecciones en materia electoral. Así, el 
artículo 138 de la Constitución dispone:

La potestad de administrar justicia emana 
del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial 
a través de sus órganos jerárquicos con 
arreglo a la Constitución y a las leyes.

Al respecto, este Colegiado ha afirmado 
que:

Está fuera de duda que el Poder Judicial 
es el órgano estatal que tiene como princi-
pales funciones resolver los conflictos, ser 
el primer garante de los derechos funda-
mentales (...) canalizando las demandas 
sociales de justicia y evitando que éstas se 
ejerzan fuera del marco legal vigente.

33. Similar función, regida fundamental-
mente por los principios de supremacía de 
la Constitución y defensa de los derechos 
constitucionales, le compete al Tribunal 
Constitucional. En ese sentido, el artículo 
201 de la Constitución establece que: 

El Tribunal Constitucional es el órgano de 
control de la Constitución. Es autónomo 
e independiente. 

En efecto, el Tribunal Constitucional “es 
el” órgano de control de la Constitución, 
no es uno más y esa es su principal fun-
ción. Es autónomo e independiente y sólo 
está limitado por la Constitución, de la 
cual es su custodio y garante, porque así 
lo decidió el Poder Constituyente que le 
encomendó tal tarea. Por tanto, si bien 
como órgano constitucional no es superior 
a los Poderes del Estado ni a otros órganos 
constitucionales, tampoco está subordina-
do a ninguno de ellos, pues es autónomo 
e independiente, y sus relaciones se dan 
en un marco de equivalencia e igualdad, 
de lealtad a la Constitución, de firme de-
fensa de la democracia y de equilibrio. En 
efecto, en nuestra época el equilibrio no es 
solo entre poderes del Estado, puesto que 
las Constituciones modernas han creado 
órganos constitucionales autónomos que 
antes no existían. Tal principio también 
debe regir las relaciones entre los poderes 
del Estado y los órganos constitucionales 
y de estos últimos entre sí. 
Sin embargo, con igual énfasis debe tenerse 
presente que en el ámbito de las competen-
cias y funciones que el Poder Constituyente 
le encomendó sí ocupa un lugar privilegiado. 
En efecto, así como el Congreso de la Re-
pública cuando ejerce su función legislativa 
o la función contralora del Poder Ejecutivo, 
tiene primacía sobre los otros poderes u 
órganos constitucionales, de igual manera 
sólo el Tribunal Constitucional, en sede 
jurisdiccional, declara la constitucionali-
dad o inconstitucionalidad de las normas 
con rango de ley con efectos generales 
para todos, conforme al artículo 204 de la 
Constitución, y resuelve los casos relativos 
a derechos constitucionales, confiriéndole 
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el sistema jurídico una primacía a través del 
precedente de la jurisdicción constitucional. 
De ahí que en el ámbito de sus competencias, 
el Tribunal Constitucional es un primus inter 
pares en relación a los Poderes del Estado y 
los demás órganos constitucionales.
En ese sentido, es claro que para la Cons-
titución tanto el Poder Judicial como el 
Tribunal Constitucional son órganos cons-
titucionales productores de la fuente de de-
recho denominada jurisprudencia. Respecto 
de esta última se ha sostenido que: 

Jurisprudencia es la interpretación ju-
dicial del derecho efectuada por los 
más altos tribunales en relación con los 
asuntos que a ellos corresponde, en un 
determinado contexto histórico, que 
tiene la virtualidad de vincular al tribunal 
que los efectuó y a los jerárquicamente 
inferiores, cuando se discutan casos 
fáctica y jurídicamente análogos, siempre 
que tal interpretación sea jurídicamente 
correcta (...).

34. Consecuentemente, en nuestro sistema 
jurídico la jurisprudencia también es fuente 
de derecho para la solución de los casos 
concretos, obviamente dentro del marco de la 
Constitución y de la normatividad vigente.
Esta afirmación se confirma cuando la 
propia Constitución, en el inciso 8 del 
artículo 139, reconoce el principio de no 
dejar de administrar justicia por vacío o 
deficiencia de la ley. No requiere de una 
disposición normativa expresa toda vez 
que dicha fuente deriva directamente de 
la función inherente a los órganos juris-
diccionales que la Constitución configura. 
En efecto, es inherente a la función juris-
diccional la creación de derecho a través 
de la jurisprudencia. Por ejemplo, para el 
caso de la jurisprudencia constitucional, 
este colegiado ha establecido que: 

La noción jurisprudencia constitucional 
se refiere al conjunto de decisiones o 
fallos constitucionales emanados del 
Tribunal Constitucional, expedidos a 
efectos de defender la superlegalidad, je-
rarquía, contenido y cabal cumplimiento 

de las normas pertenecientes al bloque de 
constitucionalidad.

En ese orden de ideas, el precedente 
constitucional vinculante es aquella regla 
jurídica expuesta en un caso particular y 
concreto que el Tribunal Constitucional 
decide establecer como regla general; 
y, que, por ende, deviene en parámetro 
normativo para la resolución de futuros 
procesos de naturaleza homóloga.

El precedente constitucional tiene por 
su condición de tal efectos similares a 
una ley. Es decir, la regla general exter-
nalizada como precedente a partir de un 
caso concreto se convierte en una regla 
preceptiva común que alcanzar a todos 
los justiciables y que es oponible frente 
a los poderes públicos.

En puridad, la fijación de un precedente 
constitucional significa que ante la existen-
cia de una sentencia con unos específicos 
fundamentos o argumentos y una decisión 
en un determinado sentido, será obligatorio 
resolver los futuros casos semejantes según 
los términos de dicha sentencia.

En ese sentido, debe enfatizarse que del 
artículo 103 de la Constitución se deriva 
que las sentencias de inconstitucionalidad 
expedidas por el Tribunal Constitucional 
tienen rango de ley. 
35. Precisamente, si bien la labor de inter-
pretación jurídica tiene diversos intérpretes, 
que en el ámbito jurisdiccional es donde 
dicha actividad despliega todos sus efectos 
vinculantes. En efecto, si no fuera así, ¿cuál 
sería la diferencia entre la interpretación 
jurídica de un particular y la de un juez? 
la labor interpretativa para resolver con-
troversias constitucionales en el ámbito 
de la jurisdicción constitucional tiene en 
el Tribunal Constitucional a un intérprete 
privilegiado, puesto que tal condición deriva 
directamente de la Constitución. Al respec-
to, este Colegiado ha expresado: 
En tal sentido, si bien reconocemos la plu-
ralidad de intérpretes jurídicos con relación 
a la Constitución, también reafirmamos el 
lugar privilegiado que ocupa el Tribunal 
Constitucional para efectuar una inter-
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pretación de la Constitución con carácter 
jurisdiccional y, sobre todo, vinculante 
para los poderes del Estado, órganos cons-
titucionales, entidades públicas, privadas y 
para los ciudadanos.
36. Queda claro entonces que la jurispru-
dencia es una fuente de derecho que también 
tiene un fundamento constitucional a través 
de los órganos jurisdiccionales que la pro-
ducen. Asimismo, que la labor interpretativa 
que realizan todos los jueces, inherente a tal 
función, es la razón de ser de la actividad 
jurisdiccional, en sede constitucional u 
ordinaria, y que tiene su fundamento en 
el principio de independencia consagrado 
por la Constitución en sus artículos 139, 
inciso 2 (Poder Judicial) y 201 (Tribunal 
Constitucional). Sin la interpretación la 
actividad de los jueces estaría condenada 
al fracaso, pues la Constitución y la ley no 
pueden prever todos los casos posibles que 
presenta la realidad según cada época. 
37. En los últimos tiempos el Tribunal 
Constitucional ha tenido que resolver casos 
y problemas constitucionales (por ejemplo, 
en materia de inconstitucionalidades de 
normas con rango de ley), conforme a la 
Constitución. Así, a solicitud de miles de 
ciudadanos, de congresistas, del Poder 
Ejecutivo, del Poder Judicial, de diversos 
órganos constitucionales como la Defenso-
ría del Pueblo y el Ministerio Público entre 
otros, de colegios profesionales, gobiernos 
regionales y gobiernos municipales, este 
Colegiado se ve obligado a buscar, bajo el 
marco constitucional vigente, soluciones 
jurídicas que en muchos caso requieren de 
una interpretación de las normas con rango 
de ley conforme a la Constitución. 
38. En tal sentido, de las 203 demandas 
de inconstitucionalidad planteadas ante 
este Tribunal, sólo 12, es decir el 5.94%, 

han utilizado la técnica de las sentencias 
interpretativas o manipulativas, que todos 
los Tribunales Constitucionales en el mundo 
aplican, precisamente para dar soluciones 
justas, equilibradas y ponderadas a los 
problemas constitucionales que requieren 
una solución a solicitud de la ciudadanía, 
de los poderes del Estado, de los órganos 
constitucionales autónomos y de los gobier-
nos regionales y municipales. Igualmente y 
con base en el principio de independencia 
funcional que la Constitución le reconoce al 
Tribunal Constitucional, en sólo 16 casos, 
incluyendo algunos de los 12 mencionados, 
se han formulado exhortaciones que se 
justifican plenamente, porque, ¿qué sentido 
tiene que un órgano constitucional detecte 
un fallo, un vacío o deficiencia normativa y 
no los ponga en conocimiento del órgano 
competente para que los resuelva? 
39. De ahí que todo acto de los poderes 
públicos u órganos constitucionales que 
pretenda restringir dicha función interpre-
tativa no sólo es uno que priva a los órganos 
jurisdiccionales de su función, sino que es 
inconstitucional. Es como si se estableciera 
que el Congreso no legisle, a pesar de que 
en base al principio de soberanía política 
tiene un amplio margen de configuración 
política de la ley, pero siempre dentro del 
parámetro de la Constitución. No puede 
existir un órgano jurisdiccional limitado 
en la función interpretativa inherente a 
todo órganos jurisdiccional, a menos que 
esa restricción derive directamente de 
la Constitución. Hacerlo es vulnerar el 
equilibrio entre los poderes del Estado y 
los órganos constitucionales y, con ello, 
el sistema democrático. Pretender limi-
tar las funciones inherentes del Tribunal 
Constitucional sería como condenarlo a 
la inacción por cumplir su deber.

Consideraciones previas
El Tribunal Constitucional, en aras de 
optimizar el despliegue y desarrollo de su 

actividad jurisdiccional, estima pertinente, 
antes de pronunciarse sobre la demanda de 
autos, precisar la estructuración interna y 
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alcances de sus sentencias. Entonces, en 
lo que sigue, se determinará la naturaleza 
y forma de aplicación de sus precedentes 
vinculantes; las condiciones y efectos del 
cambio del precedente vinculante; y la 
utilización del precedente como forma de 
cubrir una laguna. Asimismo, se explicará, 
in genere, los efectos en el tiempo de las 
sentencias constitucionales en general. 

Las sentencias en materia 
constitucional
Estas aluden a aquellos actos procesales 
emanados de un órgano adscrito a la juris-
dicción especializada, mediante las cuales 
se pone fin a una litis cuya tipología se 
deriva de alguno de los procesos previstos 
en el Código Procesal Constitucional. Así, 
en los casos de los procesos de hábeas 
corpus, amparo, hábeas data y cumpli-
miento, el fin de su expedición apunta a 
proteger los derechos constitucionales, 
reponiendo las cosas al estado anterior a 
la violación o amenaza de violación de un 
derecho constitucional, o disponiendo el 
cumplimiento de un mandato legal o de 
un acto administrativo; en los casos de los 
procesos de acción popular e inconstitu-
cionalidad su finalidad es la defensa de la 
Constitución frente a infracciones contra 
su jerarquía normativa; mientras que en los 
procesos competenciales tiene por objeto 
resolver los conflictos que se susciten sobre 
las competencias o atribuciones asignadas 
directamente por la Constitución o la leyes 
orgánicas que delimitan los ámbitos pro-
pios de los poderes del Estado, los órganos 
constitucionales, los gobiernos regionales 
o municipales.
En suma, permiten cautelar la supremacía 
jerárquica de la Constitución y la vigencia 
plena de los derechos fundamentales de la 
persona. Por ende, rebasan con largueza la 
satisfacción de un interés particular o de 
beneficio de un grupo, ya que teleológica-
mente resguardan los principios y valores 
contenidos en la Constitución, que, por 
tales, alcanzan a la totalidad de los miem-
bros de la colectividad política.

Para el cumplimiento de dicho cometido, 
el Tribunal Constitucional considera nece-
sario estipular que la estructura interna de 
sus decisiones se compone de los siguientes 
elementos: la razón declarativa-teológica, 
la razón suficiente (ratio decidendi) la ra-
zón subsidiaria o accidental (obiter dicta), 
la invocación preceptiva y la decisión o fallo 
constitucional (decisum).
Al respecto, veamos lo siguiente: 
La razón declarativa-axiológica es aquella 
parte de la sentencia constitucional que 
ofrece reflexiones referidas a los valores 
y principios políticos contenidos en las 
normas declarativas y telológicas insertas 
en la Constitución. 
En ese sentido, implica el conjunto de jui-
cios de valor concomitantes a la interpre-
tación y aplicación de las normas técnicas 
y prescriptivas de la Constitución, que 
permiten justificar una determinada opción 
escogitada por el Colegiado. Ello a efectos 
de consolidar la ideología, la doctrina y 
hasta el programa político establecido en 
el texto supra.
La razón suficiente expone una formula-
ción general del principio o regla jurídica 
que se constituye en la base de la decisión 
específica, precisa o precisable, que adopta 
el Tribunal Constitucional. 
En efecto, esta se constituye en aquella 
consideración determinante que el Tribu-
nal Constitucional ofrece para decidir esti-
mativa o desestimativamente una causa de 
naturaleza constitucional; vale decir, es la 
regla o principio que el Colegiado establece 
y precisa como indispensable y, por ende, 
como justificante para resolver la litis. 
Se trata, en consecuencia, del fundamento 
directo de la decisión; que, por tal, even-
tualmente puede manifestar la basa, base o 
puntal de un precedente vinculante.
La razón suficiente (la regla o principio 
recogida como fundamento) puede en-
contrarse expresamente formulada en la 
sentencia o puede ser inferida por la vía 
del análisis de la decisión adoptada, las 
situaciones fácticas y el contenido de las 
consideraciones argumentativas.
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La razón subsidiaria o accidental es aquella 
parte de la sentencia que ofrece reflexiones, 
acotaciones o apostillas jurídicas marginales 
o aleatorias que, no siendo imprescindibles 
para fundamentar la decisión adoptada por 
el Tribunal Constitucional, se justifican por 
razones pedagógicas u orientativas, según 
sea el caso en donde se formulan.
Dicha razón coadyuva in genere para pro-
poner respuestas a los distintos aspectos 
problemáticos que comprende la materia 
jurídica objeto de examen. Ergo expone 
una visión más allá del caso específico; 
por ende, una óptica global acerca de las 
aristas de dicha materia. 
En efecto, en algunas circunstancias la 
razón subsidiaria o accidental aparece en 
las denominadas sentencias instructivas, 
las cuales se caracterizan por realizar, a 
partir del caso concreto, un amplio desa-
rrollo doctrinario de la figura o institución 
jurídica que cobija el caso objeto de exa-
men de constitucionalidad. La finalidad 
de estas sentencias es orientar la labor 
de los operadores del derecho mediante 
la manifestación de criterios que pueden 
ser utilizados en la interpretación jurisdic-
cional que estos realicen en los procesos 
a su cargo; amén de contribuir a que los 
ciudadanos puedan conocer y ejercitar de 
la manera más óptima sus derechos.
Al respecto, son ilustrativas las sentencias 
de los casos Eleobina Aponte Chuquihuan-
ca [Expediente N.º 2663-2003-HC/TC] 
y Taj Mahal Discoteque [Expediente N.º 
3283-2003-AA/TC].
En la primera de las citadas, de manera pe-
dagógica se precisaron los alcances de los 
diferentes tipos de hábeas corpus; en tanto 
que en la segunda se determinó académi-
camente la procedencia o improcedencia 
de una acción de garantía con sujeción 
al tiempo de realización de los actos que 
requieren tutela constitucional.
Asimismo, el Tribunal Constitucional em-
plea la razón subsidiaria o accidental en 
aquellas circunstancias en donde, a través 
del proceso de conocimiento de una deter-
minada materia constitucional, establece 

un criterio pro persuasivo o admonitorio 
sobre posibles determinaciones futuras en 
relación a dicha materia.
Este pronunciamiento, a modo de dicta, 
permite a los operadores jurisdiccionales y 
a los justiciables “predecir” o “pronosticar” 
la futura manera de resolver aquella cues-
tión hipotética conexa al caso en donde 
aparece manifestada.
Como bien expone Ana Magatoni Kerpel 
[El precedente constitucional en el sistema 
judicial norteamericano. Madrid: Mc Graw 
Hill, 2001, p. 82] esta dicta tiene fuerza 
persuasiva.
Dicho “vigor convincente”, en razón del 
rango jerárquico de la autoridad que la 
emite, auspicia que se garantice que en el 
futuro las decisiones de los órganos jurisdic-
cionales jerárquicamente inferiores no sean 
revocadas; o que los justiciables puedan 
preveer las consecuencias de determinadas 
conductas dentro del marco de una eventual 
litis de naturaleza constitucional.
Al respecto, puede citarse la sentencia del 
caso Eusebio Llanos Huasco [Expediente 
N.º 976-2001-AA/TC], en donde se ex-
pusieron las consideraciones del Tribunal 
Constitucional relacionadas con las moda-
lidades de despido laboral que generarían 
readmisión en el empleo. 
La invocación preceptiva es aquella parte 
de la sentencia en donde se consignan las 
normas del bloque de constitucionalidad 
utilizadas e interpretadas, para la estima-
ción o desestimación de la petición plan-
teada en una proceso constitucional.
La decisión o fallo constitucional es la parte 
final de la sentencia constitucional que, de 
conformidad con los juicios establecidos a 
través de la razón declarativa-axiológica, la 
razón suficiente, la invocación normativa y, 
eventualmente, hasta en la razón subsidia-
ria u occidental, precisa las consecuencias 
jurídicas establecidas para el caso objeto de 
examen constitucional. 
En puridad, la decisión o fallo constitucio-
nal se refiere simultáneamente al acto de 
decidir y al contenido de la decisión.
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El acto de decidir se encuentra justificado 
cuando se expone dentro de las competen-
cias asignadas al Tribunal Constitucional; 
mientras que el contenido de la decisión 
está justificado cuando se deriva lógica y 
axiológicamente de los alcances técnicos y 
preceptivos de una norma perteneciente al 
bloque de constitucionalidad y de la des-
cripción de ciertos hechos consignados y 
acreditados en el proceso constitucional.
En suma, la decisión o fallo constitucional 
constituye el pronunciamiento expreso y 
preciso, por medio del cual el Tribunal 
Constitucional estima o desestima el 
petitorio de una demanda de naturaleza 
constitucional. En ese contexto, en dicha 
decisión puede surgir una exhortación vin-
culante o persuasiva conforme a cánones 
establecidos en el caso Edgar Villanueva 
N. y 64 Congresistas de la República [Ex-
pediente N.º 0006-2003-AI/TC].

La jurisprudencia constitucional: 
el precedente constitucional vinculante
La noción jurisprudencia constitucional se 
refiere al conjunto de decisiones o fallos 
constitucionales emanados del Tribunal 
Constitucional, expedidos a efectos de defen-
der la superlegalidad, jerarquía, contenido y 
cabal cumplimiento de las normas pertene-
cientes al bloque de constitucionalidad.
En ese orden de ideas, el precedente 
constitucional vinculante es aquella regla 
jurídica expuesta en un caso particular y 
concreto que el Tribunal Constitucional de-
cide establecer como regla general; y, que, 
por ende, deviene en parámetro normativo 
para la resolución de futuros procesos de 
naturaleza homóloga.
El precedente constitucional tiene por 
su condición de tal, efectos similares a 
una ley. Es decir, la regla general exter-
nalizada como precedente a partir de un 
caso concreto se convierte en una regla 
preceptiva común que alcanzar a todos los 
justiciables y que es oponible frente a los 
poderes públicos.
En puridad, la fijación de un precedente 
constitucional significa que ante la existen-

cia de una sentencia con unos específicos 
fundamentos o argumentos y una decisión 
en un determinado sentido, será obligato-
rio resolver los futuros casos semejantes 
según los términos de dicha sentencia.
La competencia del Tribunal Constitucional 
para determinar un precedente vinculante 
se encuentra sustentada en el Artículo VII 
del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional, el cual preceptúa que “(...) 
las sentencias del Tribunal Constitucional 
que adquieren la autoridad de cosa juzgada 
constituyen precedente vinculante cuando 
así lo exprese la sentencia, precisando el 
extremo de su efecto normativo. Cuando 
el Tribunal Constitucional resuelva apar-
tándose del precedente, debe expresar los 
fundamentos de hecho y de derecho que 
sustentan la sentencia y las razones por las 
cuales se aparta del precedente”.

Condiciones del uso del precedente 
constitucional vinculante
La naturaleza del precedente tiene una 
connotación binaria. Por un lado, aparece 
como una herramienta técnica que facilita 
la ordenación y coherencia de la jurispru-
dencia; y, por otro, expone el poder nor-
mativo del Tribunal Constitucional dentro 
del marco de la Constitución, el Código 
Procesal Constitucional y la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional.
En ese contexto, el uso del precedente se 
sustenta en las condiciones siguientes:
a) Existencia de relación entre caso y 
precedente vinculante.
En ese sentido, la regla que con efecto 
normativo el Tribunal Constitucional decide 
externalizar como vinculante, debe ser nece-
saria para la solución del caso planteado.
El Tribunal Constitucional no debe fijar una 
regla so pretexto de solución de un caso, 
si en realidad esta no se encuentra ligada 
directamente con la solución del mismo.
b) Decisión del Tribunal Constitucional 
con autoridad de cosa juzgada.
La decisión del Tribunal Constitucional 
de establecer que un caso contiene reglas 
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que se proyectan para el futuro como 
precedente vinculante se encuentra sujeta 
a que exista una decisión final; vale decir, 
que haya puesto fin al proceso.
Más aún, dicha decisión final debe concluir 
con un pronunciamiento sobre el fondo; 
es decir, estimándose o desestimándose 
la demanda.
La consagración de la cosa juzgada com-
porta que la decisión devenga en irrevoca-
ble e inmutable.
El establecimiento de un precedente vincu-
lante no debe afectar el principio de respeto 
a lo ya decidido o resuelto con anterioridad 
a la expedición de la sentencia que contiene 
un precedente vinculante; vale decir, no 
debe afectar las situaciones jurídicas que 
gocen de la protección de la cosa juzgada. 
Por ende, no puede impedir el derecho de 
ejecución de las sentencias firmes, la intan-
gibilidad de lo ya resuelto y la inalterabilidad 
de lo ejecutado jurisdicionalmente.
Dicha restricción también opera en el caso 
que el Tribunal Constitucional, al amparo 
de lo previsto en la parte in fine del artículo 
VII del Titulo Preliminar del Código Pro-
cesal Constitucional, resuelva apartarse de 
un precedente y sustituirlo por otro.
Lo anteriormente expuesto debe ser concor-
dado con lo previsto en los artículos 74 y 103 
de la Constitución, y 83 del Código Procesal 
Constitucional, cuando de por medio existe 
una declaración de inconstitucionalidad.

El cambio de precedente vinculante
La competencia para el apartamiento y sus-
titución de un precedente vinculante está 
sujeta a los tres elementos siguientes:
a) Expresión de los fundamentos de 

hecho y derecho que sustentan dicha 
decisión.

b) Expresión de la razón declarativa-teo-
lógica, razón suficiente e invocación 
preceptiva en que se sustenta dicha 
decisión.

c) Determinación de sus efectos en el 
tiempo.

Los presupuestos básicos para el 
establecimiento de un precedente 
vinculante
El Tribunal Constitucional estima que di-
chos presupuestos son los siguientes:
a) Cuando se evidencia que los operado-

res jurisdiccionales o administrativos 
vienen resolviendo con distintas con-
cepciones o interpretaciones sobre una 
determinada figura jurídica o frente 
a una modalidad o tipo de casos; es 
decir, cuando se acredita la existencia 
de precedentes conflictivos o contra-
dictorios.

b) Cuando se evidencia que los operado-
res jurisdiccionales o administrativos 
vienen resolviendo en base a una in-
terpretación errónea de una norma del 
bloque de constitucionalidad; lo cual, a 
su vez, genera una indebida aplicación 
de la misma.

c) Cuando se evidencia la existencia de 
un vacío normativo.

d) Cuando se evidencia la existencia de 
una norma carente de interpretación 
jurisdiccional en sentido lato aplicable 
a un caso concreto, y en donde caben 
varias posibilidades interpretativas.

e) Cuando se evidencia la necesidad de 
cambiar de precedente vinculante.

En este supuesto, de conformidad con lo 
establecido en el Artículo VII del Título 
Preliminar del Código Procesal Consti-
tucional, el Tribunal Constitucional debe 
obligatoriamente expresar los fundamentos 
de hecho y de derecho que sustentan la 
sentencia y las razones por las cuales se 
aparta del precedente.

El precedente vinculante como for-
ma de cubrir una laguna normativa
La función integradora del Tribunal Constitu-
cional permite que, a través de la constitución 
de un precedente vinculante, se resuelvan las 
situaciones derivadas de un vacío normativo.
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En ese orden de ideas, dicha función veri-
ficable mediante la expedición de un pre-
cedente vinculante se hace patente cuando, 
se acredita la ausencia absoluta de norma; 
cuando, a pesar de la existencia de pres-
cripción jurídica, se entiende que esta se ha 
circunscrito a señalar conceptos o criterios 
no determinados en sus particularidades; 
cuando existe la regulación jurídica de una 
materia, pero sin que la norma establezca 
una regla específica para solucionar un área 
con conflicto coexistencial; cuando una 
norma deviniese en inaplicable por haber 
abarcado casos o acarrear consecuencias 
que el legislador histórico no habría estable-
cido de haber conocido aquellas o sospecha-
do estas; cuando dos normas sin referencia 
mutua entre sí —es decir en situación de 
antinomia indirecta— se contradicen en 
sus consecuencias jurídicas, haciéndose 
mutuamente ineficaces; cuando, debido a 
nuevas circunstancias, surgiesen cuestiones 
que el legislador histórico no tuvo oportu-
nidad de prever en la norma, por lo que 
literalmente no están comprendidas en ella, 
aunque por su finalidad pudieran estarlo de 
haberse conocido anteladamente; y cuando 
los alcances de una norma perteneciente al 
bloque de constitucionalidad no producen 
en la realidad efectos jurídicos por razones 
de ocio legislativo.
En relación con lo anteriormente expuesto, 
debe precisarse que la antinomia indirecta 
se entiende como la coexistencia de dos 
normas incompatibles, que tienen la mis-
ma validez jerárquica en el tiempo y en el 
espacio, pero que inspiran consecuencias 
jurídicas en fines o criterios ideológicos 
contrapuestos (interés público y seguri-
dad jurídica de los particulares, etc.); en 
tanto que el ocio legislativo aparece como 
consecuencia de la omisión, inactividad, 
inacción o non facere por parte de un ór-
gano con competencias legislativas, lo que 
implica el desobedecimiento al mandato 
de una norma perteneciente al bloque de 
constitucionalidad que hubiese establecido 
que el goce de un derecho o el ejercicio de 
una competencia queda supeditada a la 
expedición de una norma reglamentaria. 

Dicha omisión se constata por el venci-
miento del plazo determinado para legislar 
complementariamente o por el transcurso 
del plazo razonable para ello.

La aplicación del precedente 
vinculante
El uso de los efectos normativos y la 
obligación de aplicación de un precedente 
vinculante depende de:
a)  La existencia de similitudes fácticas 

entre el caso a resolver y aquél del que 
emana el precedente.

b)  La existencia de similitudes y diferen-
cias fácticas; las que en el caso de estas 
últimas no justifican un trato jurídico 
distinto. Por ende, es factible que a través 
del razonamiento analógico se extienda 
la regla del precedente vinculante.

La eficacia prospectiva del 
precedente vinculante (prospective 
overruling)
El Tribunal Constitucional puede disponer 
excepcionalmente que la aplicación del 
precedente vinculante que cambia o susti-
tuya uno anterior opere con lapso diferido 
(vacatio sententiae), a efectos de salva-
guardar la seguridad jurídica o para evitar 
una injusticia ínsita que podría producirse 
por el cambio súbito de la regla vinculante 
por él establecida, y que ha sido objeto de 
cumplimiento y ejecución por parte de los 
justiciables y los poderes públicos. 
 En efecto, la decisión de otorgar expresa 
y residualmente eficacia prospectiva es 
establecida por el Tribunal Constitucio-
nal, en aras de procesar constructiva 
y prudentemente la situación a veces 
conflictiva entre continuidad y cambio en 
la actividad jurisdiccional de naturaleza 
constitucional.
La técnica de la eficacia prospectiva del 
precedente vinculante se propone, por un 
lado, no lesionar el ánimo de fidelidad y 
respeto que los justiciables y los poderes 
públicos mostrasen respecto al precedente 
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anterior; y, por otro, promover las condi-
ciones de adecuación a las reglas conteni-
das en el nuevo precedente vinculante.
Esta decisión de diferir la eficacia del pre-
cedente puede justificarse en situaciones 
tales como el establecimiento de requisitos 
no exigidos por el propio Tribunal con 
anterioridad al conocimiento y resolución 
de la causa en donde se incluye el nuevo 
precedente; la existencia de situaciones 
duraderas o de trato sucesivo; cuando se 
establecen situaciones objetivamente me-
nos beneficiosas para los justiciables, etc.
En atención a lo expuesto, el Tribunal 
Constitucional, al momento de cambiar de 
precedente, optará, según sean las circuns-
tancias, por establecer lo siguiente:
a) Decisión de cambiar de precedente 

vinculante ordenando la aplicación 
inmediata de sus efectos, de modo 
que las reglas serán aplicables tanto 
a los procesos en trámite como a los 
procesos que se inician después de 
establecida dicha decisión.

b) Decisión de cambiar de precedente 
vinculante, aunque ordenando que su 
aplicación será diferida a una fecha 
posterior a la culminación de deter-
minadas situaciones materiales. Por 
ende, no será aplicable para aquellas 
situaciones jurídicas generadas con 
anterioridad a la decisión del cambio 
o a los procesos en trámite.

Este Colegiado ya ha tenido oportunidad 
de utilizar la técnica de eficacia prospectiva 
del precedente vinculante en el caso Juan 
Carlos Callegari Herazo [Expediente N.º 
0090-2004-AA/TC], en donde se estable-
ció con efecto diferido la aplicación de las 
nuevas reglas relativas al pase a la situación 
de retiro por causal de renovación de las 
Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. Así, 
en dicho proceso, fijó lo siguiente: “Este 
Tribunal anuncia que con posterioridad a 
la publicación de esta sentencia, los nuevos 
casos en que la administración resuelva 
pasar a oficiales de las Fuerzas Armadas y 
Policía Nacional de la situación de activi-

dad a la situación de retiro por renovación 
de cuadros, quedarán sujetos a los criterios 
que a continuación se exponen: (...)”.
Cabe recordar que sobre dicha materia, 
la decisión de diferir la aplicación de las 
nuevas reglas tuvo como justificación el que 
hasta ese momento tanto el Poder Judicial 
como el Tribunal Constitucional habían 
declarado en innumerables sentencias que 
el pase a la situación de retiro por causal 
de renovación estaba sujeto a la regla de 
discrecionalidad.
En ese contexto, los institutos castrenses, 
al amparo la sustituida regla, habían venido 
efectuando dichos procesos.

Los efectos de las sentencias 
constitucionales con o sin 
precedente vinculante
De manera genérica, debe precisarse que 
el cumplimiento y ejecución de las reglas 
y decisiones contenidas en las sentencias 
expedidas por el Tribunal Constitucional 
pueden ser observados en función a los 
efectos personales o temporales que de 
ellos se derivan.
En cuanto a los efectos personales, estos 
pueden ser directos o indirectos.
Los efectos directos de la sentencia se pro-
ducen para las partes vinculadas al proceso 
constitucional, frente al cual la sentencia 
expedida pone fin a la litis.
Los efectos indirectos se producen para la 
ciudadanía en general y los poderes públi-
cos. En ese contexto, los citados quedan 
“atados”, en su comportamiento personal 
o funcional, a las reglas y decisiones que 
una sentencia constitucional declare como 
precedente vinculante.
En relación a los efectos en el tiempo, estos 
pueden ser irretroactivos, retroactivos o de 
aplicación diferida.
Como se ha referido anteriormente, la 
aplicación diferida se determina en una 
sentencia con vacatio setentiae; es decir, 
las consecuencias jurídicas de una deci-
sión se suspenden durante algún tiempo, 
atendiendo a la necesidad de prever las 
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derivaciones políticas, económicas o socia-
les que ello alcance. Al respecto, no debe 
olvidarse que todo Tribunal Constitucional 
tiene la obligación de aplicar el principio de 
previsión mediante el cual se predetermina 
la totalidad de las “consecuencias” de sus 
actos jurisdiccionales. En ese sentido, los 
actos jurisdiccionales (tras la expedición de 
una sentencia) deben contener el augurio, 
la proyección y el vaticinio de una “mejor” 
realidad político-jurídica y la cancelación 
de un otrora “mal”. En ese contexto, el 
efecto diferido evita el hecho de corregir 
un mal creando otro mal, el cual es evitable 
por la vía de la suspensión temporal de los 
efectos de una sentencia con precedente 
vinculante.
Los efectos diferidos se manifiestan en los 
denominadas sentencias exhortativas y en 
los casos de sentencias con precedente 
vinculante de eficacia diferida (prospective 
overruling).
Respecto a la aplicación con efectos irre-
troactivos o retroactivos, cabe señalar lo 
siguiente:
a) Las sentencias sobre demandas de 

inconstitucionalidad, cumplimiento y 
conflictos competenciales, en princi-
pio, se aplican con efectos irretroacti-
vos; esto es, tienen alcances ex nunc.

b) Las sentencias sobre demandas de 
hábeas corpus, amparo y hábeas data 
se aplican con efectos retroactivos; ya 
que su objeto es reponer las cosas al 
estado anterior a la violación de un 
derecho constitucional; es decir, tienen 
alcances ex tunc.

c) Las sentencias en los casos de proce-
sos de inconstitucionalidad, en donde 
se ventile la existencia de violación 
de los principios constitucionales 
tributarios contenidos en el artículo 
74 del texto supra, deben contener 
la determinación sobre sus efectos 
en el tiempo; e igual previsión debe 
efectuarse respecto de las situaciones 
judiciales mientras estuvo en vigencia 
la norma declarada inconstitucional. 
Entonces, cabe la posibilidad de que 
se establezca la aplicación del principio 
de retroactividad.

 En consecuencia puede tener efectos 
ex tunc.

 Al respecto, cabe recordar la decisión 
adoptada por el Tribunal Constitucional 
en relación a la declaración de incons-
titucionalidad de los artículos 38.1, 39, 
Primera y Segunda Disposición Transi-
toria de la Ley N.º 27153 [Expediente 
N.º 009-2001-AI/TC], en donde de 
manera específica resolvió lo pertinente 
a las situaciones jurídico-tributarias 
producidas mientras estuvo en vigencia 
la citada ley.

d) Las sentencias en materia constitu-
cional no conceden derecho a reabrir 
procesos concluidos en los que se 
hayan aplicado normas declaradas 
inconstitucionales, salvo en materia 
penal o tributaria, conforme a lo dis-
puesto en los artículos 103 y 74 de la 
Constitución.

 En ese contexto, éstas pueden tener 
efectos ex tunc.

STC 3741-2005-AA/TC
§7.1. La distinción entre jurispru-
dencia y precedente
1. La incorporación del precedente consti-
tucional vinculante, en los términos en que 
precisa el Código Procesal Constitucional, 
genera por otro lado, la necesidad de 
distinguirlo de la jurisprudencia que emite 

este Tribunal. Las sentencias del Tribunal 
Constitucional, dado que constituyen 
la interpretación de la Constitución del 
máximo tribunal jurisdiccional del país, 
se estatuyen como fuente de derecho y 
vinculan a todos los poderes del Estado. 
Asimismo, conforme lo establece el artículo 
VI del Código Procesal Constitucional y 
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la Primera Disposición General de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, N.º 
28301, los jueces y tribunales interpretan y 
aplican las leyes y reglamentos conforme a 
las disposiciones de la Constitución y a la 
interpretación que de ellas realice el Tribunal 
Constitucional a través de su jurisprudencia 
en todo tipo de procesos. La jurisprudencia 
constituye, por tanto, la doctrina que desa-
rrolla el Tribunal en los distintos ámbitos del 
derecho, a consecuencia de su labor frente 
a cada caso que va resolviendo.
2. Por otro lado, con objeto de conferir 
mayor predecibilidad a la justicia consti-
tucional, el legislador del Código Procesal 
Constitucional también ha introducido la 
técnica del precedente, en su artículo VII 
del título preliminar, al establecer que “Las 
sentencias del Tribunal Constitucional que 
adquieren la autoridad de cosa juzgada 
constituyen precedente vinculante cuando 
así lo exprese la Sentencia, precisando el 
extremo de su efecto normativo (…)”. De 
este modo, si bien tanto la jurisprudencia 
como el precedente constitucional tienen 
en común la característica de su efecto 
vinculante, en el sentido de que ninguna 
autoridad, funcionario o particular puede 
resistirse a su cumplimiento obligatorio, 
el Tribunal, a través del precedente cons-
titucional, ejerce un poder normativo 
general, extrayendo una norma a partir 
de un caso concreto. 

§7.2. Condiciones del uso del 
precedente
3. De esto se desprende que el precedente 
es una técnica para la ordenación de la ju-
risprudencia permitiendo al mismo tiempo 
que el Tribunal ejerza un verdadero poder 
normativo con las restricciones que su 
propia jurisprudencia deberá ir delimitan-
do paulatinamente. De modo preliminar 
puede establecerse, sin embargo, que 
una primera restricción está referida a la 
relación entre caso y precedente. Como 
ocurre en los países del Common Law 
“(...)el valor de precedente de una decisión 
está determinado por aquello que un juez 

decide efectivamente en la sentencia. Mas 
aquello que es efectivamente decidido, 
está determinado con relación al caso 
(fattispecie) concreto de la controversia 
sometida a juicio”.
4. En este sentido, este Colegiado consi-
dera que esta regla también es válida para 
nuestro sistema, aun cuando también es 
verdad que la configuración del caso en 
nuestro sistema jurídico no siempre se 
relacione con hechos concretos sino con la 
evaluación en abstracto de normas, como 
ocurre en el caso del control de constitu-
cionalidad de la Ley, por ejemplo. Ello, no 
obstante, no hace que el precedente nor-
mativo que este Colegiado externalice, no 
tenga una directa relación con la cuestión 
central que deba decidirse porque así ha 
sido sometido al Tribunal Constitucional. 
Esto es así, porque, también tratándose del 
precedente normativo, la legitimidad con 
que actúa este Colegiado para incursionar 
en el sistema de fuentes del ordenamiento 
jurídico está sustentada en la necesidad 
de dar respuesta a las demandas que han 
sido planteadas por los entes legitimados 
para hacerlo. En otras palabras el Tribunal, 
también cuando dicta “normas” a través 
de sus sentencias no actúa de oficio, sino 
atendiendo al llamado de los protagonistas 
de los procesos constitucionales. 
En tal sentido, como ya lo adelantáramos 
en la sentencia 0024-2003-AI/TC, la emi-
sión de un precedente normativo vinculan-
te se sustenta en la “Existencia de relación 
entre caso y precedente vinculante. En ese 
sentido, la regla que con efecto normativo 
el Tribunal Constitucional decide externa-
lizar como vinculante, debe ser necesaria 
para la solución del caso planteado. El 
Tribunal Constitucional no debe fijar una 
regla so pretexto de solución de un caso, 
si en realidad esta no se encuentra ligada 
directamente con la solución del mismo”.
5. En segundo lugar, como lo ha señalado 
la tradición del Common Law, el preceden-
te debe constituir una regla de derecho y 
no puede referirse a los hechos del caso, si 
bien puede perfectamente partir de ellos. 
En tercer lugar, aunque parezca obvio, 
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(…)
La decisión de cambiar el rumbo de la ju-
risprudencia en un tema puntual no es una 
práctica infrecuente tanto en los sistemas 
del civil law, como en los sistemas que 

organizan su sistema de fuentes a partir de 
pautas jurisprudenciales como es el caso 
del common law. En ambos, el argumento 
que respalda las mudanzas es el mismo: la 
necesidad de que la jurisprudencia respon-

la regla del precedente constitucional no 
puede constituir una interpretación de una 
regla o disposición de la Constitución que 
ofrece múltiples construcciones; en otras 
palabras, el precedente no es una técnica 
para imponer determinadas doctrinas u 
opciones ideológicas o valorativas, to-
das ellas válidas desde el punto de vista 
jurídico. Si tal situación se presenta de 
modo inevitable, debe ser encarada por 
el Tribunal a través de su jurisprudencia, 
en un esfuerzo por crear consensos en 
determinados sentidos. El precedente, 
en estos supuestos, solo aparecerá como 
resultado de la evolución favorable de la 
doctrina jurisprudencial del Tribunal en 
determinado sentido. Esto último supone 
que el Tribunal debe abstenerse de in-
tervenir fijando precedentes sobre temas 
que son más bien polémicos y donde las 
posiciones valorativas pueden dividir a la 
opinión pública. Esto implica, por otro 
lado, una práctica prudente que permite al 
Tribunal lograr el mayor consenso posible 
en el uso de esta nueva herramienta, lo 
cual le permitirá una verdadera potestad 
normativa, como ya se ha dicho.

§8. La necesaria distinción entre 
precedente judicial y precedente 
constitucional
6. Para que una decisión de este Colegiado, 
planteada en forma de precedente vincu-
lante pueda convertirse en una herramienta 
útil en la expansión de los efectos de una 
sentencia que, en principio, debiera tener 
solo efectos inter partes, resulta necesario 
establecer la distinción entre los efectos 
del precedente vinculante emitido por 
un Tribunal Constitucional, y lo que son 

los efectos del precedente judicial en los 
sistemas del Common Law.
7. Es conocido que el precedente judicial en 
el sistema del Common Law se ha desarro-
llado como precedente vinculante en sentido 
vertical; es decir, aplicable desde la Corte 
Suprema (para el caso norteamericano) 
hacia las cortes y juzgados inferiores de todo 
el sistema judicial. Osea, el efecto vinculante 
se establece aquí básicamente respecto 
de los jueces. Cualquiera que invoque un 
precedente, para que éste logre sus efectos, 
deberá acudir ante un juez, quien deberá 
aplicarlo en un caso concreto.
8. El precedente constitucional en nuestro 
sistema tiene efectos más generales. La 
forma como se ha consolidado la tradición 
de los tribunales constitucionales en el 
sistema del derecho continental ha estable-
cido, desde muy temprano, el efecto sobre 
todos los poderes públicos de las sentencias 
del Tribunal Constitucional. Esto significa 
que el precedente vinculante emitido por 
un Tribunal Constitucional con estas ca-
racterísticas tiene, prima facie, los mismos 
efectos de una ley. Es decir, que la regla que 
el Tribunal externaliza como precedente a 
partir de un caso concreto, es una regla para 
todos y frente a todos los poderes públicos; 
cualquier ciudadano puede invocarla ante 
cualquier autoridad o funcionario sin tener 
que recurrir previamente ante los tribuna-
les, puesto que las sentencias del Tribunal 
Constitucional, en cualquier proceso, 
tienen efectos vinculantes frente a todos 
los poderes públicos y también frente a los 
particulares. Si no fuese así, la propia Cons-
titución estaría desprotegida, puesto que 
cualquier entidad, funcionario o persona 
podría resistirse a cumplir una decisión de 
la máxima instancia jurisdiccional. 

STC 3361-2004-AA/TC
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da de modo dinámico a las necesidades de 
cada tiempo y, por virtud de ello, que el 
Derecho no se petrifique. 
5. De este modo, aun en los sistemas 
donde el precedente es la fuente principal 
de organización de su sistema jurídico, 
se han previsto mecanismos no sólo para 
‘evadir’ sus efectos mediante la técnica del 
distinguishing en el caso de los tribunales 
inferiores; sino incluso para ‘cambiarlo’ 
por un nuevo precedente, en el caso del 
propio Tribunal que lo ha establecido con 
efecto vinculante. 
Con relación al overruling, dentro del 
sistema del common law norteamericano 
(Juez Kennedy, en la sentencia Patterson 
v. Malean Credit Union, 1989, 172), se ha 
sostenido lo siguiente: 

Nuestros precedentes no son sacrosan-
tos, porque nosotros hacemos Overruling 
respecto de decisiones previas cuando 
la necesidad y prioridad así lo esta-
blecen. No obstante, hemos sostenido 
que, “cualquier salida de la doctrina 
de stare decisis demanda una especial 
justificación”.

En este sentido, la técnica del overruling 
permite cambiar un precedente en su 
‘núcleo normativo’ aplicando el nuevo 
precedente, ya sea al caso en análisis (efi-
cacia retrospetiva) o, en la mayoría de los 
supuestos, a casos del futuro (prospective 
overruling). Precisamente, la técnica del 

prospective overruling se utiliza cuando 
un juzgador advierte a la población del 
inminente cambio que va a realizar de sus 
fallos, sin cometer la injusticia ínsita en una 
modificación repentina de las reglas que se 
consideraban como válidas. 

El cambio de precedente es también 
una práctica habitual en los Tribunales 
Constitucionales de los sistemas del 
civil law. 

6. La técnica del prospective overruling ha 
sido ya asumida en un caso anterior resuel-
to por este Colegiado. En la sentencia del 
Expediente N.º 0090-2004-AA/TC, caso 
Juan Carlos Calleghari Herazo, se decidió 
cambiar la jurisprudencia con relación al 
tema de los pases al retiro de los Oficiales 
de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional, 
pues se realizó una nueva interpretación 
de las prerrogativas conferidas al Presi-
dente de la República, contenidas en el 
artículo 167 de la Constitución. En dicha 
oportunidad se sostuvo además, de modo 
expreso que
(...) dicho cambio sólo deberá operar luego 
de que los órganos involucrados con las 
referidas acciones de personal puedan 
conocer los alcances del mismo y adopten 
las medidas que fueren necesarias para 
su cabal cumplimiento, sin que, además, 
se afecte lo institucionalmente decidido 
conforme a la jurisprudencia preexistente. 
(…).
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